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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 27 de septiembre de 2018.  

El apelante, señor Carlos Agosto Rodríguez, comparece ante 

nos y solicita nuestra intervención para que revoquemos la 

Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, el 15 de junio de 2018, debidamente notificada el 19 de junio 

de 2018. Mediante la misma, el tribunal primario desestimó una 

demanda sobre cobro de fianza notarial promovida en contra del 

Fondo de Fianza Notarial del Colegio de Abogados y Abogadas de 

Puerto Rico (parte apelada), bajo el fundamento de prescripción. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada.  

I 

 

 El 29 de marzo de 2017, el apelante presentó la acción civil de 

epígrafe. Mediante la misma, requirió que se ordenara a la parte aquí 

apelada el desembolso de la fianza notarial emitida a favor de la 

licenciada Gloria S. Torres Román.  Al respecto, adujo que la letrada 

le ocasionó serios daños tras haber otorgado una escritura pública 

defectuosa, la cual no pudo ser inscrita en el Registro de la 

Propiedad por razón de falta de tracto sucesivo.  Conforme consta 
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de la demanda de epígrafe, el referido instrumento se otorgó el 16 

de septiembre de 2010.   

 En su demanda, el apelante expresó que, dado a los hechos 

en cuestión, el 23 de mayo de 2011 dio curso a proceso disciplinario 

independiente en contra de la licenciada Torres Román.  Según 

sostuvo, mediante Opinión del 28 de junio de 2016, nuestro más 

Alto Foro decretó su suspensión inmediata del ejercicio de la 

profesión legal, ello efectivo al 3 de agosto de dicho año.  Así y 

amparándose en que, a la fecha en la que se produjo la impericia 

profesional alegada, la Abogada estaba cubierta por la fianza 

notarial emitida por la institución compareciente, el apelante 

reclamó el desembolso de una cantidad no menor de $15,000 o 

hasta el tope establecido en la póliza. 

 Tras varias incidencias, el 20 de junio de 2017, la parte 

apelada presentó una Moción en Solicitud de Desestimación de la 

Demanda al Amparo de la [Regla] 10.2 (5) de las de Procedimiento 

Civil.  En virtud de la misma, afirmó que al apelante no le asistía 

remedio alguno en ley, toda vez que su causa de acción estaba 

prescrita.  A tal efecto, expresó que el término prescriptivo para 

reclamar los daños y perjuicios extracontractuales derivados de la 

impericia profesional de un notario, era de un año a partir de su 

producción y desde que el agraviado conoció del mismo.  Al amparo 

de dicha normativa, la parte apelada expresó que el 23 de mayo de 

2011 el apelante inició un procedimiento disciplinario en contra de 

la licenciada Torres Román por los hechos en disputa, lo cual 

evidenciaba que, a tal fecha conoció la existencia del daño aducido.  

Por ello, argumentó que desde la referida fecha, comenzó a decursar 

el año establecido para la causa de acción de epígrafe.  Así, la 

entidad expresó que, toda vez que este presentó la demanda que nos 

ocupa en el año 2017, su reclamación estaba prescrita. 



 
 

 
KLAN201800917    

 

3 

 En respuesta, el apelante presentó su argumento en 

oposición.  En esencia, adujo que, a tenor con lo resuelto en Col. 

Mayor Tecn. v. Rodríguez Fernández, 194 DPR 635 (2016), el término 

prescriptivo para las acciones de daños y perjuicios por la impericia 

profesional de un abogado, era de un año desde que el perjudicado 

adviene al conocimiento de la decisión final, firme e inapelable del 

litigio por el cual se le imputa la negligencia a su representante legal.   

Añadió que el estado de derecho vigente reconoce que es en dicho 

momento, cuando se tienen todos los elementos necesarios para 

ejercitar la correspondiente causa de acción, por lo que expuso que 

los planteamientos de la parte apelada no eran correctos.  Así, el 

apelante sostuvo que, habiendo advenido final, firme e inapelable la 

determinación judicial de la suspensión de la licenciada Torres 

Román, el 28 de julio de 2016, disponía de un año a partir de dicha 

fecha para ejercitar su reclamo.  De este modo, bajo el argumento 

de que actuó de conformidad a cuatro (4) meses previo a la extinción 

del término correspondiente, el apelante solicitó al foro sentenciador 

que denegara la desestimación solicitada. 

 La parte apelada presentó un escrito de réplica.  

Particularmente, se opuso a los argumentos del apelante, al alegar 

que la norma jurisprudencial por este invocada, no era de aplicación 

al caso de autos.  En específico, alegó que los procesos disciplinarios 

promovidos en contra de los abogados, eran independientes de 

aquellas acciones civiles o criminales promovidas en su contra 

derivadas de una misma relación de hechos.  Añadió que tales 

procesos perseguían propósitos distintos, razón por la cual la acción 

disciplinaria no tenía el efecto de interrumpir el término prescriptivo 

de cada una de las ulteriores causas.  Así, al amparo de ello, la 

entidad compareciente se reafirmó en que el apelante, a fin de 

ejercitar su reclamo, disponía de un año desde que conoció que su 
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daño se produjo por la impericia de su abogada, término que, a su 

juicio, prescribió el 23 de mayo de 2012. 

 El 15 de junio de 2018, con notificación del 19 de mismo mes 

y año, el Tribunal de Primera Instancia dictó la Sentencia aquí 

apelada.  En virtud de la misma, desestimó la demanda de epígrafe 

bajo el fundamento de prescripción de la causa de acción.  En 

principio, resolvió que contrario al raciocinio empleado por el 

apelante a los fines de sustentar sus argumentos, lo acontecido en 

Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez Fernández, supra, era distinguible del 

caso de autos.  Al respecto, dispuso que la controversia allí atendida, 

versó sobre el término prescriptivo aplicable a la responsabilidad 

civil de un abogado por los daños derivados a consecuencia de la 

negligencia en el desempeño de su representación legal, ello dentro 

de un trámite judicial.  El tribunal primario expresó que, contrario 

a los hechos del referido caso, la cuestión de epígrafe no trataba 

sobre una lesión así producida, sino de aquella resultante por el 

incumplimiento de una función notarial.  El foro a quo indicó que, 

en el primero de los escenarios, el término prescriptivo para instar 

una reclamación sobre daños y perjuicios contra el abogado, 

comienza a transcurrir una vez se obtiene una sentencia final, firme 

e inapelable en el caso, por ser tal el momento en el que se concreta 

el daño real, ello al agotarse toda expectativa de que el mismo no se 

produjera durante las etapas ulteriores de la dilucidación del 

asunto.  En cambio, sobre la causa en controversia, el Tribunal de 

Primera Instancia dispuso que, el daño ocasionado por la licenciada 

Torres Román, se materializó al momento en el que se supo del 

defecto de la escritura. 

 A tenor con lo anterior, el tribunal sentenciador expresó que, 

en el más favorable de los escenarios para el apelante, este advino 

al conocimiento de la lesión en disputa en o para la fecha en la que 

presentó la querella disciplinaria ante el Tribunal Supremo en 
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contra de la abogada, a saber, el 23 de mayo de 2011.  De este modo, 

resolvió que, a partir de dicha fecha comenzó a transcurrir el plazo 

de un año para reclamar, tanto a la abogada como a la parte aquí 

apelada, los daños sufridos.  Así pues, y tras disponer que la 

presentación de la querella ética en controversia no interrumpió el 

plazo prescriptivo para dar curso a la presente acción, el foro 

primario desestimó la presente causa de acción. 

 Inconforme con lo resuelto, el 20 de agosto de 2018, el 

apelante compareció ante nos mediante el presente recurso de 

apelación.  En el mismo formula el siguiente señalamiento: 

Erró el TPI al concluir que la demanda presentada 
contra el Colegio de Abogados está prescrita. 
 

 Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio de 

la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en posición 

de disponer del asunto en controversia.   

II 
 

 La prescripción extintiva constituye una institución propia del 

derecho civil en materia sustantiva, la cual está intrínsecamente 

atada al ejercicio del derecho que se pretende vindicar.  Vera v. Dr. 

Bravo, 161 DPR 308 (2004); Campos v. Cía. Fom. Ind., 153 DPR 137 

(2001); Olmo v. Young & Rubicam of P.R., Inc., 110 DPR 740 

(1981).  Nuestro ordenamiento jurídico reconoce que su aplicación 

es cónsona con el principio de celeridad, ello por responder al ideal 

de un sistema de adjudicación expedito.  Si bien la prescripción 

pretende estimular el pronto ejercicio de las acciones, evitando la 

incertidumbre en las relaciones jurídicas, lo cierto es que, de igual 

forma, penaliza la desidia del titular de determinado derecho al no 

reclamar oportunamente su vindicación. Col. Mayor Tecn. v. 

Rodríguez Fernández, 194 DPR 635 (2016).  Así pues, esta figura 

busca evadir la extensión indefinida e innecesaria de la protección 

del poder público, dando paso a que opere una presunción legal de 
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abandono cuando el término legal dispuesto para una acción en 

específico transcurra sin que medie gestión alguna de su acreedor. 

González v. Wal-Mart, 147 DPR 215 (1998); Galib Frangie v. El Vocero 

de P.R., 138 DPR 560 (1995); M. Albaladejo, Derecho Civil, 

Barcelona, Ed. Bosch, 1989, T. I, Vol. 2, pág. 496.  Ocurrido esto, 

se extingue el derecho a reclamar ante las autoridades competentes, 

por no existir fuerza coercitiva entre las partes.  Por tanto, una vez 

expirado el mismo, sólo queda entre éstas una obligación moral 

irreclamable por la vía judicial.       

Por su parte, el Artículo 1868 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5298, dispone que las acciones para exigir responsabilidad civil por 

las obligaciones extracontractuales derivadas de la culpa o la 

negligencia, prescriben por el transcurso de un año.  Cónsono con 

la teoría cognoscitiva del daño, este plazo comienza a decursar desde 

el momento en que el agraviado conoce del daño y su causante, 

momento desde el cual puede ejercitar su acción.  Mun. de San Juan 

v. Bosque Real S.E., 158 DPR 743, 774 (2003).  Como corolario, 

nuestro ordenamiento reconoce que se hace preciso contar con 

todos los elementos necesarios para presentar la correspondiente 

reclamación judicial, siempre que el interesado, de buena fe y no por 

falta de diligencia atribuible a su persona, desconozca que tiene 

derecho a hacerla valer.  Allende Pérez v. García, 150 DPR 892, 903-

904 (2000); Vega v. J. Pérez & Cía. Inc., 135 DPR 746, 754-755 

(1994).  Así, el estado de derecho vigente delimita las etapas en las 

que puede infligirse un daño como sigue: 

La primera la constituye el acto u omisión culposa o 
negligente. La segunda surge cuando subsiguien-

temente se produce una consecuencia lesiva o daño que 
causa menoscabo -ya sea físico, moral, económico, 
entre otros- en la persona que la sufre.  Esta segunda 

etapa se conoce como la vertiente material u objetiva del 
daño, debido a que este existe en la realidad física, 

aunque el perjudicado no la conozca.  La tercera surge 
con el conocimiento del perjudicado del menoscabo 
sufrido, debido a que este se manifiesta en alguna forma 

que permite que sea reconocido.  Esta última etapa se 
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denomina como la vertiente cognoscitiva del daño, ya 
que gira en torno al conocimiento que tiene la víctima 

del daño sufrido.    
 

Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez Fernández, supra, pág. 
644, citando a Ojeda v. El Vocero de P.R., 137 DPR 315, 
323 (1994). 

 

 A tenor con lo anterior, ciertamente se puede colegir que, 

puede suceder la ocasión en la que cada una de las referidas etapas 

se materialice en momentos distintos, “lo cual ocasiona que el 

término prescriptivo no esté claramente definido en determinada 

situación de hechos.”  Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez Fernández, 

supra, pág. 645.   

Al respecto y en lo concerniente al asunto que nos ocupa, 

sabido es que las acciones por alegada impericia profesional de un 

abogado, se rigen bajo el marco de lo dispuesto en materia de 

derecho civil extracontractual.   Íd; Colón Prieto v. Géigel, 115 DPR 

232 (1984).  En el contexto de los elementos propios a la 

prescripción de la acción, en caso de que medie una sentencia o 

resolución producto de una alegada representación legal negligente 

durante determinado trámite judicial, el término para reclamar los 

daños y perjuicios resultantes, comienza a decursar a partir del 

momento en el que el agraviado conoce que la misma es final, firme 

e inapelable.  Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez Fernández, supra.  El 

entendido doctrinal pertinente dispone que tal instancia procesal es 

la que evoca la efectiva materialización del daño real y palpable, toda 

vez que “[m]ientras la determinación del tribunal de instancia esté 

sujeta a revisión judicial, esta puede ser modificada o revocada, por 

lo que se elimina su consecuencia y queda sin efecto algún daño 

alegado.”  Íd, pág. 646.   De este modo, previo a que recaiga y se 

conozca la finalidad del dictamen de que trate, ello respecto al 

proceso en cuyo curso se plantea la alegada impericia profesional de 

un abogado, existe una expectativa de que no se produzca lesión 
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alguna, razón por la cual, propiamente, no se ha concretado un 

daño sujeto a ser reclamado.  Íd.  

Finalmente, nuestro ordenamiento jurídico permite la 

interrupción de la prescripción.  A estos efectos el Artículo 1873 del 

Código Civil dispone que la prescripción de las acciones se 

interrumpe por el ejercicio ante los tribunales, por reclamación 

extrajudicial del acreedor y por cualquier otro acto de 

reconocimiento de la deuda por el deudor.  31 LPRA sec. 5303.  En 

particular, cuando se produce una interrupción judicial, el efecto 

primordial es que el término se detiene por completo y no inicia 

hasta tanto no finalice el proceso pertinente.  Por su parte, para que 

una reclamación extrajudicial interrumpa un término prescriptivo 

debe cumplir con los siguientes requisitos, a saber: (1) que se realice 

antes de la consumación del plazo; (2) que se haga por el titular del 

derecho o de la acción; (3) que el medio utilizado sea el adecuado o 

idóneo; y (4) que exista identidad entre el derecho reclamado y aquel 

afectado por la prescripción.  Meléndez Guzmán v. Berrios López, 

172 DPR 1010 (2008).  Una vez interrumpido un término 

prescriptivo, el mismo se reactiva y comienza nuevamente el curso 

de su cómputo.  Díaz de Diana v. A.J.A.S. Ins. Co., 110 DPR 471 

(1980).   

III 

 

 En la presente causa, alega el apelante que erró el Tribunal 

de Primera Instancia al desestimar la demanda de epígrafe bajo el 

fundamento de prescripción.  Afirma que la jurisprudencia vigente 

reconoce que, el término prescriptivo para ejercer la presente causa 

de acción comienza a decursar desde que se conoce la decisión final, 

firme e inapelable del litigio por el cual se imputa una 

representación legal negligente.  El apelante apoya su argumento en 

lo resuelto en Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez Fernández, supra.  

Habiendo entendido sobre el antedicho planteamiento a la luz de las 
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particularidades fácticas acontecidas y de la norma aplicable, 

confirmamos la sentencia apelada. 

 Un examen de los documentos que conforman el expediente 

que atendemos, permite entrever que la determinación judicial aquí 

impugnada es una conforme a ley.  El raciocinio que efectuó el 

tribunal a quo, ello a la luz de los hechos específicos del caso, mueve 

nuestro criterio a afirmar que, en efecto, al apelante no le asiste la 

prerrogativa de reclamar los daños aducidos por la vía judicial.  

Conforme lo resuelto, su gestión de compeler a la parte aquí apelada 

mediante la demanda de epígrafe, ello por razón de haber extendido 

la fianza notarial en disputa a favor de la licenciada Torres Román, 

fue una inoportuna.  Según esbozáramos, como norma, las 

acciones para exigir responsabilidad civil extracontractual por los 

daños derivados de la culpa o la negligencia del actor, prescriben 

por el transcurso de un año.  En aras de definir el momento exacto 

desde el cual dicho término habrá de comenzar a transcurrir, el 

ordenamiento jurídico establece que, el punto de partida cuando el 

agraviado adviene al efectivo conocimiento de la producción del daño 

y de su causante.  Lo anterior es así, puesto que, cuando concurren 

tales aspectos, los cuales no siempre son simultáneos, es que se 

entiende que el agraviado cuenta con todos los elementos necesarios 

para dar curso a la correspondiente causa de acción.  No obstante, 

transcurrido el término sin que se vea interrumpido por alguna de 

las instancias expresamente reconocidas en ley, se extingue el 

derecho a reclamar.    

 En lo aquí pertinente, el referido plazo de un año se ha 

extendido a las acciones por razón de la impericia profesional de un 

abogado.  Sin embargo, el descargo culposo o negligente en el 

quehacer propio de una representación legal, está sujeto a ser 

vindicado ante el agraviado, ello con independencia de los procesos 

disciplinarios que, ante el Estado, el letrado debe asumir.  In re 
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Deynes Soto, 164 DPR 327 (2005).  Al respecto y al atender el asunto 

del término prescriptivo de una acción por daños y perjuicios en 

contra de un abogado por razón de su representación deficiente 

durante un trámite judicial, en Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez 

Fernández, supra, nuestro Tribunal Supremo resolvió que el mismo 

comienza a trascurrir desde que el agraviado adviene al 

conocimiento de la sentencia final, firme e inapelable del pleito en el 

que alega que este se desempeñó de manera negligente.  Acontecida 

dicha incidencia es que el ordenamiento jurídico entiende que se 

concreta el daño real objeto de reclamación, toda vez que, en defecto 

de la finalidad del dictamen de que se trate, existe la expectativa de 

que la consecuencia lesiva no ocurra.  

 Es en tal contorno que el aquí apelante pretende que se 

compute el término prescriptivo de su causa de acción.  No obstante, 

al invocar la norma expuesta en Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez 

Fernández, supra, erra en su raciocinio.  Ciertamente, los hechos de 

dicho caso son distinguibles del que nos ocupa, por lo que la norma 

allí establecida no dispone de la controversia que atendemos.  Como 

bien resolvió en tribunal primario, el daño objeto del presente litigio 

y por el cual se pretende ejecutar la fianza extendida por la parte 

aquí apelada, no se produjo en el curso de un trámite judicial, sino, 

por una falta en el descargo de las funciones notariales de la 

abogada compelida.  El daño aquí en cuestión efectivamente se 

concretó al momento en el que se advino al conocimiento del defecto 

en la escritura pública, que impidió su inscripción en el Registro de 

la Propiedad.  Distinto a lo acontecido en la jurisprudencia invocada, 

ante este hecho, al apelante no le asistía expectativa alguna sobre 

la no ocurrencia de la lesión reclamada.  Por tanto, ninguna 

inherencia tiene en el caso de autos la disposición del trámite 

disciplinario al que compelió a la letrada, toda vez que, durante el 

mismo, distinto a lo acontecido en Col. Mayor Tecn. v. Rodríguez 
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Fernández, supra, en donde se revisó la corrección de una previa 

anotación de rebeldía, no se dilucidó la posibilidad de la legalidad 

del instrumento.   

 Ahora bien, destacamos que, conforme se resolvió, la querella 

disciplinaria que se presentó en contra de la licenciada Torres 

Román, no tuvo efecto interruptor sobre el término prescriptivo aquí 

en disputa.  Dicho proceso persigue fines distintos, a saber, la 

protección y custodia del más adecuado ejercicio de la profesión 

legal.  En cambio, la acción que atendemos, busca la reparación de 

un daño sufrido, ello mediante el correspondiente resarcimiento 

económico al ejecutar la fianza notarial en controversia.  Siendo así, 

al no cumplirse el requisito de identidad entre lo dispuesto en la 

acción disciplinaria efectuada en contra de la abogada y el derecho 

afectado por la prescripción, ninguna oponibilidad sobre el término 

correspondiente puede arrogársele al dictamen emitido en el primero 

de los escenarios.   

 El agravio aquí aducido se concretó al momento en el que se 

supo de la ineficacia de la escritura pública en controversia que 

impidió su ingreso al Registro de la Propiedad.  Tal hecho motivó el 

que el apelante presentara una querella ética en contra de su 

abogada el 23 de mayo de 2011, por lo que, resulta forzoso concluir 

que, a dicho momento, conocía del daño infligido y de su causante.  

Siendo así, este disponía hasta el 23 de mayo de 2012 para dar 

curso a la presente causa de acción tanto en contra de su abogada, 

como de la parte apelada, por su condición de fiadora solidaria.  Así, 

dado a que incoó la presente demanda el 29 de marzo de 2017, 

concluimos que su causa de acción prescribió.   En mérito de lo 

antes expuesto, coincidimos con lo resuelto por el Tribunal de 

Primera Instancia. El dictamen en controversia interpreta y aplica 

correctamente el derecho pertinente, por lo que, en ausencia de 
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criterio legal alguno que nos exija pronunciarnos en contrario, 

sostenemos sus términos.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.      

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


